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Boletines oficiales 

BOE 17.12.2020 núm. 328 

IRPF. Ley 8/2020, de 16 de diciembre, por la que se adoptan determinadas medidas urgentes 

en materia de agricultura y alimentación.  

El artículo segundo surtirá efectos desde el 1 de enero de 2020. 

Artículo segundo. Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 

de no Residentes y sobre el Patrimonio. 

La Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial 

de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, se modifica 

como sigue: 

Uno. La letra b) del apartado 1 del artículo 14 queda redactada de la siguiente forma: 

Dos. Se modifica la letra c) y se añade una letra l) en el apartado 2 del artículo 14, que quedan redactadas de la 

siguiente forma: 

Artículo 14. Imputación temporal. 

1. Regla general. 

Los ingresos y gastos que determinan la renta a incluir en la base del impuesto se imputarán al período impositivo 

que corresponda, de acuerdo con los siguientes criterios: 

a) Los rendimientos del trabajo y del capital se imputarán al período impositivo en que sean exigibles por su 

perceptor. 

 Redacción Real Decreto-ley 5/2020, de 25 de febrero 

b) Los rendimientos de actividades económicas se imputarán 

conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora del 

Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las 

especialidades que reglamentariamente puedan 

establecerse. 

«b) Los rendimientos de actividades económicas se imputarán 

conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora del 

Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las especialidades 

que reglamentariamente puedan establecerse. 

No obstante, las ayudas públicas para la primera 

instalación de jóvenes agricultores previstas en el Marco 

Nacional de Desarrollo Rural de España podrán imputarse 

por cuartas partes, en el período impositivo en el que se 

obtengan y en los tres siguientes.» 

c) Las ganancias y pérdidas patrimoniales se imputarán al período impositivo en que tenga lugar la alteración patrimonial. 

2. Reglas especiales. 

a) Cuando no se hubiera satisfecho la totalidad o parte de una renta, por encontrarse pendiente de resolución judicial la 

determinación del derecho a su percepción o su cuantía, los importes no satisfechos se imputarán al período impositivo en que 

aquélla adquiera firmeza. 

b) Cuando por circunstancias justificadas no imputables al contribuyente, los rendimientos derivados del trabajo se perciban en 

períodos impositivos distintos a aquéllos en que fueron exigibles, se imputarán a éstos, practicándose, en su caso, 

autoliquidación complementaria, sin sanción ni intereses de demora ni recargo alguno. Cuando concurran las circunstancias 

previstas en el párrafo a) anterior, los rendimientos se considerarán exigibles en el período impositivo en que la resolución 

judicial adquiera firmeza. 

La autoliquidación se presentará en el plazo que media entre la fecha en que se perciban y el final del inmediato siguiente plazo 

de declaraciones por el impuesto. 

 Redacción Real Decreto-ley 5/2020, de 25 de febrero 

c) Las ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas 

se imputarán al período impositivo en que tenga lugar su 

cobro, sin perjuicio de las opciones previstas en las letras g), 

i) y j) de este apartado 

«c) Las ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas 

se imputarán al período impositivo en que tenga lugar su 

cobro, sin perjuicio de las opciones previstas en las letras g), i), 

j) y l) de este apartado.» 

d) En el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, el contribuyente podrá optar por imputar proporcionalmente las 

rentas obtenidas en tales operaciones, a medida que se hagan exigibles los cobros correspondientes. Se considerarán 

https://boe.es/boe/dias/2020/12/17/pdfs/BOE-A-2020-16346.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/26/pdfs/BOE-A-2020-2669.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/26/pdfs/BOE-A-2020-2669.pdf
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operaciones a plazos o con precio aplazado aquellas cuyo precio se perciba, total o parcialmente, mediante pagos sucesivos, 

siempre que el período transcurrido entre la entrega o la puesta a disposición y el vencimiento del último plazo sea superior al 

año. 

Cuando el pago de una operación a plazos o con precio aplazado se hubiese instrumentado, en todo o en parte, mediante la 

emisión de efectos cambiarios y éstos fuesen transmitidos en firme antes de su vencimiento, la renta se imputará al período 

impositivo de su transmisión. 

En ningún caso tendrán este tratamiento, para el transmitente, las operaciones derivadas de contratos de rentas vitalicias o 

temporales. Cuando se transmitan bienes y derechos a cambio de una renta vitalicia o temporal, la ganancia o pérdida 

patrimonial para el rentista se imputará al período impositivo en que se constituya la renta. 

e) Las diferencias positivas o negativas que se produzcan en las cuentas representativas de saldos en divisas o en moneda 

extranjera, como consecuencia de la modificación experimentada en sus cotizaciones, se imputarán en el momento del cobro o 

del pago respectivo. 

f) Las rentas estimadas a que se refiere el artículo 6.5 de esta Ley se imputarán al período impositivo en que se entiendan 

producidas. 

g) Las ayudas públicas percibidas como compensación por los defectos estructurales de construcción de la vivienda habitual y 

destinadas a su reparación podrán imputarse por cuartas partes, en el periodo impositivo en el que se obtengan y en los tres 

siguientes. 

h) Se imputará como rendimiento de capital mobiliario a que se refiere el artículo 25.3 de esta Ley, de cada período impositivo, 

la diferencia entre el valor liquidativo de los activos afectos a la póliza al final y al comienzo del período impositivo en aquellos 

contratos de seguros de vida en los que el tomador asuma el riesgo de la inversión. El importe imputado minorará el rendimiento 

derivado de la percepción de cantidades en estos contratos. 

No resultará de aplicación esta regla especial de imputación temporal en aquellos contratos en los que concurra alguna de las 

siguientes circunstancias: 

A) No se otorgue al tomador la facultad de modificar las inversiones afectas a la póliza. 

B) Las provisiones matemáticas se encuentren invertidas en: 

a) Acciones o participaciones de instituciones de inversión colectiva, predeterminadas en los contratos, siempre que se trate de 

instituciones de inversión colectiva adaptadas a la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, o 

amparadas por la Directiva 85/611/CEE del Consejo, de 20 de diciembre de 1985. 

b) Conjuntos de activos reflejados de forma separada en el balance de la entidad aseguradora, siempre que se cumplan los 

siguientes requisitos: 

La determinación de los activos integrantes de cada uno de los distintos conjuntos de activos separados deberá corresponder, 

en todo momento, a la entidad aseguradora quien, a estos efectos, gozará de plena libertad para elegir los activos con sujeción, 

únicamente, a criterios generales predeterminados relativos al perfil de riesgo del conjunto de activos o a otras circunstancias 

objetivas. 

La inversión de las provisiones deberá efectuarse en los activos aptos para la inversión de las provisiones técnicas, recogidos en 

el artículo 50 del Reglamento de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 

20 de noviembre, con excepción de los bienes inmuebles y derechos reales inmobiliarios. 

Las inversiones de cada conjunto de activos deberán cumplir los límites de diversificación y dispersión establecidos, con carácter 

general, para los contratos de seguro por el texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 5 de marzo, su Reglamento, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 

de noviembre, y demás normas que se dicten en desarrollo de aquélla. 

No obstante, se entenderá que cumplen tales requisitos aquellos conjuntos de activos que traten de desarrollar una política de 

inversión caracterizada por reproducir un determinado índice bursátil o de renta fija representativo de algunos de los mercados 

secundarios oficiales de valores de la Unión Europea. 

El tomador únicamente tendrá la facultad de elegir, entre los distintos conjuntos separados de activos, en cuáles debe invertir la 

entidad aseguradora la provisión matemática del seguro, pero en ningún caso podrá intervenir en la determinación de los activos 

concretos en los que, dentro de cada conjunto separado, se invierten tales provisiones. 

En estos contratos, el tomador o el asegurado podrán elegir, de acuerdo con las especificaciones de la póliza, entre las distintas 

instituciones de inversión colectiva o conjuntos separados de activos, expresamente designados en los contratos, sin que puedan 

producirse especificaciones singulares para cada tomador o asegurado. 

Las condiciones a que se refiere este párrafo h) deberán cumplirse durante toda la vigencia del contrato. 

i) Las ayudas incluidas en el ámbito de los planes estatales para el acceso por primera vez a la vivienda en propiedad, percibidas 

por los contribuyentes mediante pago único en concepto de Ayuda Estatal Directa a la Entrada (AEDE), podrán imputarse por 

cuartas partes en el período impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes. 
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j) Las ayudas públicas otorgadas por las Administraciones competentes a los titulares de bienes integrantes del Patrimonio 

Histórico Español inscritos en el Registro general de bienes de interés cultural a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 

Patrimonio Histórico Español, y destinadas exclusivamente a su conservación o rehabilitación, podrán imputarse por cuartas 

partes en el período impositivo en que se obtengan y en los tres siguientes, siempre que se cumplan las exigencias establecidas 

en dicha ley, en particular respecto de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes. 

k) Las pérdidas patrimoniales derivadas de créditos vencidos y no cobrados podrán imputarse al período impositivo en que 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

1.º Que adquiera eficacia una quita establecida en un acuerdo de refinanciación judicialmente homologable a los que se refiere 

el artículo 71 bis y la disposición adicional cuarta de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, o en un acuerdo extrajudicial de 

pagos a los cuales se refiere el Título X de la misma Ley. 

2.º Que, encontrándose el deudor en situación de concurso, adquiera eficacia el convenio en el que se acuerde una quita en el 

importe del crédito conforme a lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en cuyo caso la pérdida 

se computará por la cuantía de la quita. 

En otro caso, que concluya el procedimiento concursal sin que se hubiera satisfecho el crédito salvo cuando se acuerde la 

conclusión del concurso por las causas a las que se refieren los apartados 1.º, 4.º y 5.º del artículo 176 de la Ley 22/2003, de 9 de 

julio, Concursal. 

3.º Que se cumpla el plazo de un año desde el inicio del procedimiento judicial distinto de los de concurso que tenga por objeto 

la ejecución del crédito sin que este haya sido satisfecho. 

Cuando el crédito fuera cobrado con posterioridad al cómputo de la pérdida patrimonial a que se refiere esta letra k), se imputará 

una ganancia patrimonial por el importe cobrado en el período impositivo en que se produzca dicho cobro. 

 Redacción Real Decreto-ley 5/2020, de 25 de febrero 

 «l) Las ayudas públicas para la primera instalación de jóvenes 

agricultores previstas en el Marco Nacional de Desarrollo 

Rural de España que se destinen a la adquisición de una 

participación en el capital de empresas agrícolas societarias 

podrán imputarse por cuartas partes, en el período 

impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.» 

3. En el supuesto de que el contribuyente pierda su condición por cambio de residencia, todas las rentas pendientes de 

imputación deberán integrarse en la base imponible correspondiente al último período impositivo que deba declararse por este 

impuesto, en las condiciones que se fijen reglamentariamente, practicándose, en su caso, autoliquidación complementaria, sin 

sanción ni intereses de demora ni recargo alguno. 

Cuando el traslado de residencia se produzca a otro Estado miembro de la Unión Europea, el contribuyente podrá optar por 

imputar las rentas pendientes conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, o por presentar a medida en que se vayan 

obteniendo cada una de las rentas pendientes de imputación, una autoliquidación complementaria sin sanción, ni intereses de 

demora ni recargo alguno, correspondiente al último período que deba declararse por este Impuesto. La autoliquidación se 

presentará en el plazo de declaración del período impositivo en el que hubiera correspondido imputar dichas rentas en caso de 

no haberse producido la pérdida de la condición de contribuyente. 

4. En el caso de fallecimiento del contribuyente todas las rentas pendientes de imputación deberán integrarse en la base 

imponible del último período impositivo que deba declararse. 

  

https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/26/pdfs/BOE-A-2020-2669.pdf
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Normas en tramitación 

IMPUESTO SOBRE DETERMINADOS SERVICIOS DIGITALES. MODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO 

GENERAL DE ACTUACIONES. Proyecto de Real Decreto XX/2020, de XX de XX, por el que se aprueba el 

Reglamento del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales, y se modifica el Reglamento General 

de las Actuaciones y los Procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria y de Desarrollo de las 

Normas Comunes de los Procedimientos de Aplicación de los Tributos, aprobado por el Real Decreto 

1065/2007, de 27 de julio. 
 

RESUMEN:  

Fecha: 03/12/2020 

Fuente: web de la AEAT 

Enlace: Acceder a texto del Proyecto 

 

Comparativo del RD del artículo que modifica el RGR 

El artículo 1 desarrolla el artículo 7 de la Ley, relativo al lugar de realización del hecho imponible, en el que se 

dispone que las prestaciones de servicios digitales se entienden realizadas en el territorio de aplicación del 

impuesto cuando el usuario se encuentre en el mismo, estableciéndose una serie de normas específicas para cada 

uno de los servicios digitales, que están basadas en el lugar en que se han utilizado los dispositivos, siendo ese 

lugar, el de su localización. En el apartado 4 de dicho artículo 7 se señala que se presumirá que un determinado 

dispositivo de un usuario se encuentra en el lugar que se determine conforme a la dirección IP del mismo, salvo 

que pueda concluirse que dicho lugar es otro diferente mediante la utilización de otros medios de prueba 

admisibles en derecho, en particular, la utilización de otros instrumentos de geolocalización. Pues bien, con la 

finalidad de concretar dicho lugar, se establece en el artículo 1 del Reglamento que el lugar de localización del 

dispositivo vendrá dado por todos los detalles de la dirección que use la tecnología de geolocalización empleada. 

Asimismo, se enumeran algunos de los medios de prueba que podrán utilizarse para demostrar que el lugar de 

localización es diferente al que indica la dirección IP. 

En el artículo 2 del Reglamento se desarrollan las obligaciones formales previstas en la Ley 4/2020, 

determinándose que los contribuyentes del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales estarán obligados a 

llevar, conservar y poner a disposición de la Administración Tributaria, por cada período de liquidación, un registro 

de operaciones sujetas al impuesto, así como una memoria descriptiva. En dicha memoria deberán describir los 

procesos, métodos, algoritmos y tecnologías empleadas para analizar la sujeción al Impuesto de los servicios 

digitales prestados, localizar la prestación de cada servicio y su atribución al territorio de aplicación del impuesto, 

calcular los ingresos de las operaciones sujetas e identificar los ficheros, aplicaciones y programas empleados en 

tales procesos. 

En la disposición final primera del Real Decreto se efectúan las modificaciones pertinentes en el 

Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de 

desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real 

Decreto 1065/2007, de 27 de julio. Así, se modifican diversos preceptos del citado Reglamento General, por cuanto 

que la obligación formal del artículo 13.1.a) de la Ley 4/2020 debe cumplirse a través de las declaraciones de alta, 

modificación y cese del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, a la que estaría obligado en todo caso 

el contribuyente por su condición de empresario. Además, se considera necesario que el Censo identifique a los 

contribuyentes de este impuesto, y, por tanto, que se recoja de manera expresa, dentro de los datos a comunicar, 

la condición de contribuyente del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales o los cambios que se 

produzcan en la situación tributaria relacionada con el impuesto. 

También se publica el Proyecto de Orden por la que por la que se aprueba el modelo 420 de 

autoliquidación del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales.  

https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/proyecto-rd-isd.pdf
http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/LEYES_2020/REGLAMENTO_SERVICIOS_DIGITALES/proyecto-rd-isd.pdf
https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/proyecto-orden-420.pdf
https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/proyecto-orden-420.pdf
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Consulta de la DGT 

LOTERÍA COMPARTIDA. La DGT se pronuncia sobre la lotería premiada cuando la titularidad es 

compartida 
 

RESUMEN:  

Fecha: 14/10/2020 

Fuente: web de la AEAT 

Enlace: Acceder a Consulta V3074-20 de 14/10/2020 

 

HECHOS: 

La entidad consultante juega a la lotería de Navidad y vende participaciones en los billetes que juega 

CUESTIÓN: 

Tributación de los premios compartidos obtenidos. Retenciones. 

La DGT: 

En el caso planteado los décimos de Lotería Nacional adquiridos por la entidad consultante se venden en forma 

de participaciones a personas físicas contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, lo que da 

lugar a la titularidad compartida del décimo entre los adquirentes de las participaciones, por lo que si el décimo 

resultara premiado cada cotitular del mismo obtendría un premio en la parte que corresponda a su participación. 

Por tanto, tales premios no constituyen renta obtenida por la entidad consultante. 

Por lo que respecta a la aplicación de la exención de 40.000 euros, dado que el importe de décimo es superior a 

0,50 euros, conforme al apartado 2 de la disposición adicional trigésima tercera de la LIRPF, para cada uno de los 

cotitulares del décimo estaría exenta la parte del premio que le corresponda en la cuantía que no exceda del 

resultado de prorratear 40.000 euros en función de su cuota de titularidad. De esta forma, la cuantía total exenta 

por décimo será de 40.000 euros. 

En cuanto a la práctica de retención, según establecen los apartados 3 y 6 de la disposición adicional trigésima 

tercera de la LIRPF, estará sujeta a retención la parte del premio que exceda de la cuantía exenta (40.000 euros 

por décimo). Dicha retención debe practicarse por el pagador del premio, en este caso la Sociedad Estatal Loterías 

y Apuestas del Estado. 

El cobro del premio por la entidad consultante para su posterior reparto a los cotitulares del mismo constituiría 

una simple mediación de pago. En consecuencia, dicha entidad no estaría obligada a retener con ocasión del pago 

del premio a los titulares de las participaciones. 

Conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 7 de la disposición adicional trigésima tercera de la 

LIRPF, la práctica de la retención correspondiente por la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado, 

determina que las personas físicas titulares de las participaciones premiadas no tengan obligación de presentar 

autoliquidación por el gravamen especial. 

En lo que se refiere a la forma de justificar la titularidad compartida del premio, la misma se podrá acreditar 

por cualquiera de los medios de prueba admitidos en Derecho. No obstante, deberá tenerse en cuenta que la 

valoración de los medios probatorios de cada caso en particular corresponderá realizarla a los órganos de la 

Administración tributaria encargados de la gestión e inspección de los tributos. 

 

  

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V3074-20
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Resolución del TEAC de interés 

IVA. Procedimiento de devolución a no establecidos. Finalización del procedimiento con el inicio de 

un procedimiento de comprobación limitada que se resuelve omitiendo el trámite de audiencia. 
 

RESUMEN:  

Fecha: 21/10/2020 

Fuente: web de la AEAT 

Enlace: Resolución del TEAC de 21/10/2020 

 

Criterio: 

Con la presentación de la solicitud de devolución de las cuotas del impuesto soportadas por determinados 

empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto se inicia, a instancia de la 

entidad, un procedimiento de devolución Con la presentación derivada de la normativa del tributo, en el presente 

caso regulado en el artículo 119 de la Ley del IVA. 

Si únicamente se requiriesen facturas u otros documentos que deban presentarse con la solicitud de devolución, 

bien podría entenderse que se quieren comprobar los requisitos formales y materiales necesarios para obtener la 

devolución solicitada, pero al requerirse la aportación de información adicional encaminada a comprobar la 

actividad de la empresa en España, se está excediendo el alcance del procedimiento de devolución en sí mismo 

considerado, y debe entenderse que se actúa en el seno de un procedimiento de comprobación limitada, 

poniéndose fin al procedimiento de devolución e iniciándose un procedimiento de comprobación limitada en el 

cual es necesario dar a la entidad un trámite de audiencia previo a la finalización del procedimiento (artículo 138.3 

de la LGT). 

La omisión del citado trámite de audiencia, obligatorio conforme a la LGT art.99.3 y de obligada sustanciación 

según señala también el TJUE en su sentencia de 4-6-2020, asunto C-430/19, obliga a anular la resolución dictada, 

debiendo retrotraerse las actuaciones al objeto de subsanar el error cometido. 

Reitera criterio de RG 00/06252/2017 (17-09-2020) y RG 00/05745/2017 (21-10-2020). 

 

 

  

https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/00275/2018/00/0/1&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f01%2f2020%26fh%3d16%2f12%2f2020%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d3
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17 de diciembre de 2020 

Sentencia de la AN de interés 

LGT/IVA. CESIÓN USO DE VEHÍCULOS A LOS TRABAJADORES.  La valoración de la retribución en especie de 

la cesión de uso de vehículos a los trabajadores se debe valorar en función de su disponibilidad para 

uso privado. La Inspección concluyó un porcentaje de disponibilidad superior al que la propia 

administración había entendido aplicable en un procedimiento anterior. Vulnera el principio de 

confianza legítima y de la doctrina de los actos propios. 
 

RESUMEN: la Administración tributaria no puede modificar el criterio sobre el porcentaje de 

uso privativo de los vehículos que ha mantenido en comprobaciones anteriores, sin 

justificar los motivos del cambio de criterio, porque ello supone vulnerar la doctrina de los 

actos propios. 

Fecha: 24/09/2020 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlace: Sentencia del TS de 03/12/2020 

 

El contribuyente alega Vulneración del principio de confianza legítima y de la doctrina de los actos propios ya 

que las conclusiones alcanzadas en las liquidaciones impugnadas difieren de las de previas comprobaciones. En 

inspecciones anteriores, con el mismo sistema de cesión y el mismo porcentaje de afectación a uso privativo 

declarado (29%), no se propuso regularización en relación a los vehículos cedidos 

La Administración demandada ha venido admitiendo la existencia de un uso previo privado de los vehículos dados 

en renting por parte de los trabajadores de las entidades recurrentes como se deduce de los actos posteriores a 

la regularización ahora examinada en las comprobaciones realizadas. En este sentido hay que tener en cuenta que 

los actos propios de la Administración tributaria no afectarían, efectivamente, a la validez de los actos impugnados, 

teniendo propiamente su alcance en el ámbito sancionador y en el de la responsabilidad patrimonial, como hemos 

venido reiterando. Pero también es cierto que es evidente que sobre la Administración tributaria pesa un deber 

de motivación a la hora de apartarse del criterio establecido en actuaciones anteriores y posteriores, como se 

deduce de lo dispuesto en el artículo 54.1.c de la ley 30/1992 de aplicación al caso. 

En el supuesto de autos no se ha razonado de forma suficiente por parte la Agencia tributaria el apartamento de 

los mencionados criterios, estableciendo las liquidaciones impugnadas de forma subsidiaria un porcentaje de uso 

privado 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0f1080d60d148d4b/20201211

